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tiva, societaria y contable que sea preciso realizar. Los 
bienes aportados se registrarán en la contabilidad de la 
empresa por el mismo valor contable que tenían a la 
fecha de dicho acuerdo.

Disposición adicional segunda. Sobre operaciones de 
reordenación.

Las operaciones de reordenación del sector público de 
la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha que se 
realicen con el fin de incorporar a la empresa pública de 
gestión de suelo de Castilla-La Mancha actuaciones inicia-
das o desarrolladas por otras sociedades del sector público 
regional no requerirá más tramitación que la formalización 
del correspondiente acuerdo entre las sociedades, que 
deberá ser autorizado por la Consejería de Economía y 
Hacienda. A efectos de derechos frente a terceros, tendrán 
la mera consideración de cambios de competencias entre 
órganos dentro del sector público de la Junta de Comuni-
dades de Castilla-La Mancha y no podrán ser entendidas 
como causa de modificación o de resolución de las relacio-
nes jurídicas que mantengan tales sociedades.

Disposición adicional tercera. Modificación de la ads-
cripción.

El Consejo de Gobierno, mediante Decreto, podrá 
modificar la adscripción de la empresa pública de gestión 
de suelo de Castilla-La Mancha.

Disposición transitoria única. Subrogación.

La empresa pública podrá subrogarse en la posición 
de la Administración en los convenios sucritos por ésta y 
en los expedientes de contratación iniciados, adjudicados 
o en trámite de ejecución con anterioridad a su constitu-
ción, siempre que el objeto de los mismos este compren-
dido dentro de su objeto social. De dicha subrogación se 
dará traslado a las Cortes de Castilla-La Mancha.

Disposición final primera. Plazo de constitución.

El Consejo de Gobierno ordenará la constitución de la 
empresa pública, aprobará sus estatutos, que serán remi-
tidos a las Cortes, y fijará su denominación social en el 
plazo máximo de tres meses desde la entrada en vigor de 
esta Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente a su 
publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Toledo, 17 de abril de 2008.–El Presidente, José María 
Barreda Fontes.

(Publicada en el en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» n.º 87, 
de 28 de abril de 2008) 

 13684 LEY 2/2008, de 5 de junio, de concesión de un 
crédito extraordinario por importe de 157.678,66 
euros, para sufragar los gastos de las Eleccio-
nes a Cortes de Castilla-La Mancha, celebradas 
el 27 de mayo de 2007.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, 
en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley 5/1986, de 23 de diciembre, Electoral de Casti-
lla-La Mancha establece en su artículo 50, según redac-

ción dada por Ley 8/1998, de 19 de noviembre, de modifi-
cación parcial de dicha Ley que la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha subvencionará los gastos que origi-
nen las actividades electorales, en la cuantía prevista en 
este artículo, por cada escaño y voto conseguido, a cuyo 
fin los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones 
de electores deberán presentar una contabilidad deta-
llada y documentación de sus gastos electorales.

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 51.1 de 
la referida Ley, la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha concedió anticipos de las subvenciones electo-
rales a los siguientes Partidos Políticos: Partido Socia-
lista Obrero Español: 233.200,61 euros; y Partido Popu-
lar: 144.745,21 euros.

Asimismo, según lo previsto en el articulo 53.3 de la 
misma Ley, la Junta de Comunidades de Castilla-La Man-
cha concedió adelantos con cargo a las subvenciones 
electorales a los siguientes Partidos Políticos: Partido 
Socialista Obrero Español: 521.202,70 euros; y Partido 
Popular: 519.959,47 euros.

Conocidas por la Sindicatura de Cuentas de Castilla-La 
Mancha las cantidades finales que, en concepto de subven-
ción electoral, corresponde percibir a los citados Partidos 
Políticos (Partido Socialista Obrero Español: 838.225,89 
euros; y Partido Popular: 738.560,76 euros), se hace nece-
sario complementar la subvención acreditada.

Emitido informe por la Sindicatura de Cuentas de Cas-
tilla-La Mancha sobre los ingresos y gastos electorales, 
asumida la propuesta de la Sindicatura de Cuentas de 
Castilla-La Mancha, según lo establecido en el artículo 55 
de la Ley 5/1986, anteriormente citada, procede la aproba-
ción de la oportuna Ley de concesión de un crédito 
extraordinario por el importe y con el fin indicado.

Artículo 1. Concesión del crédito extraordinario.

Se concede un crédito extraordinario al presupuesto de 
gastos vigente de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha para 2008, por un importe de ciento cincuenta y 
siete mil seiscientos setenta y ocho euros con sesenta y 
seis céntimos (157.678,66 euros), que será aplicado a la 
Sección 22 «Administraciones públicas», Órgano gestor 02 
«Secretaría General», Capítulo lV «Transferencias corrien-
tes», subconcepto 48000 «A familias e instituciones sin fin 
de lucro», programa 461A «Elecciones», para complemen-
tar la subvención acreditada a los partidos políticos con el 
detalle que se recoge en el anexo a esta Ley.

Artículo 2. Financiación del crédito extraordinario.

La financiación de este crédito extraordinario se reali-
zará con cargo al exceso de recaudación sobre la previ-
sión inicial, que se produzca en el Subconcepto 10000 
«Tramo autonómico del lmpuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas», Sección 15 «Economía y Hacienda», 
Órgano gestor 02 «Secretaría General», del vigente presu-
puesto de ingresos, por importe de 157.678,66 euros.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Toledo, 5 de junio de 2008.–El Presidente, José María 
Barreda Fontes.

(Publicada en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» n.º 125, 
de 17 de junio de 2008)

ANEXO

Partido Socialista Obrero Español:

Subvención a percibir: 838.225,89 euros.
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Anticipo concedido: 233.200,61 euros.
Adelanto subvención: 521.202,70 euros.
Liquidación final: 83.822,58 euros.

Partido Popular:

Subvención a percibir: 738.560,76 euros.
Anticipo concedido: 144.745,21 euros.
Adelanto subvención: 519.959,47 euros.
Liquidación final: 73.856,08 euros. 

 13685 LEY 3/2008, de 12 de junio, de Montes y Ges-
tión Forestal Sostenible de Castilla-La Mancha.

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, 
en nombre del Rey, promulgo la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Castilla-La Mancha tiene una superficie forestal algo 
superior a 3.500.000 hectáreas, equivalente al 44 por 
ciento de su territorio, correspondiendo aproximadamente 
las tres cuartas partes a monte arbolado. La importancia 
de los montes de la región no solo se pone de manifiesto 
por la extensión que ocupan, lo que se traduce en nume-
rosos e inestimables beneficios medioambientales para la 
sociedad, sino también por el destacado papel que están 
llamados a desempeñar en el desarrollo del medio rural, 
pudiendo constituir, adecuadamente gestionados, un 
importante factor de estabilidad de su población, al ser 
fuente generadora de riqueza y empleo el aprovecha-
miento de los recursos renovables que atesoran.

En muchas áreas rurales de nuestra región la activi-
dad forestal se manifiesta de forma relevante, tanto en 
términos de empleo como de generación de renta. Si, 
además del valor económico de los productos forestales 
obtenidos del monte, se tiene en cuenta su creciente valor 
social, en el contexto de una sociedad cada vez más urba-
nizada que practica de forma creciente el turismo rural, y 
demanda más actividades al aire libre en contacto con la 
naturaleza, o la interpretación del paisaje, la presencia de 
los montes, en especial los arbolados, es insustituible.

La erosión, uno de los principales problemas medio-
ambientales en amplias zonas de Castilla-La Mancha, 
principalmente en su modalidad hídrica, no solo ocasiona 
importantes pérdidas de fertilidad del suelo, también es 
causa de otros efectos indeseados que merman la efecti-
vidad de ciertas infraestructuras, en especial las de comu-
nicación vial y las hidráulicas. La existencia de masas 
forestales es esencial, sobre todo en terrenos en declive, 
para paliar los efectos negativos del fenómeno erosivo, 
así como para la contención de riadas, regulación de la de 
escorrentía, etc.

La regulación del ciclo hidrológico, así como la 
influencia sobre el clima, son otros de los trascendentes 
beneficios de los bosques. En especial, hay que conside-
rar el gran potencial que suponen para la fijación del 
dióxido de carbono (CO

2
) atmosférico, principal gas cau-

sante del efecto invernadero, combatiendo el consi-
guiente calentamiento de la Tierra.

Pero los beneficios citados anteriormente, junto con 
otros más que directa o indirectamente proporcionan los 
bosques, y que aunque no se citen no son menos impor-
tantes, se ven empañados por una lacra muy extendida en 
los países del área mediterránea, de la que forma parte 
nuestro territorio. Se trata de los incendios forestales, 
cuyos efectos negativos se manifiestan en múltiples face-
tas, entre las que cabe destacar la exposición de los terre-
nos incendiados a alto riesgo de erosión, el quebranto de 
la biodiversidad y de otros valores ecológicos y medioam-
bientales, así como las altas pérdidas económicas, tanto 

por las rentas dejadas de percibir como por los costes que 
ocasiona la restauración de los terrenos afectados.

Otros problemas, de más cercana emergencia, deri-
van de la intensificación en la explotación de determina-
dos recursos, actividades extractivas, urbanizaciones, 
áreas industriales, trazados de grandes infraestructuras 
de comunicación y, paradójicamente, de la mayor presen-
cia de personas en el monte procedentes de la ciudad y 
no habituadas a convivir con él.

Por todo lo expuesto, y dado que la anterior legislación, 
pese a sus indudables virtudes, ha quedado obsoleta, es 
cada vez más apremiante la necesidad de proceder a una 
nueva regulación de las actividades relacionadas con lo 
forestal, con los montes, en sus múltiples manifestaciones, 
adaptada a las exigencias actuales y a la más moderna 
escala de valores con que ha de abordarse la gestión de los 
montes, y priorizando, cuando no sea posible compatibili-
zar, la conservación de los valores naturales sobre el apro-
vechamiento de los recursos, teniendo en cuenta la función 
social que la propiedad está llamada a desempeñar y el 
cumplimiento del mandato constitucional a los poderes 
públicos de velar por la utilización racional de los recursos 
naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de 
vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyán-
dose en la indispensable solidaridad colectiva.

Hasta ahora, las materias objeto de esta Ley han 
venido rigiéndose por diversa y dispersa legislación, en 
general preconstitucional, de ámbito estatal, limitán-
dose la normativa propia de la Comunidad Autónoma a 
la Ley 2/1988, de 31 de mayo, de conservación de suelos y 
protección de cubiertas vegetales naturales, ahora dero-
gada, que, como su título indica, ha tratado de incidir, y lo 
ha hecho con cierta eficacia, en la corrección de los pro-
blemas de erosión y conservación de suelos así como en 
la protección de cubiertas naturales de considerable valor 
ecológico, que no estaban suficientemente amparadas 
por la legislación anterior. Aunque de manera tangencial, 
también la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de conservación de 
la naturaleza, ha contribuido y contribuye positivamente 
a la protección de nuestras masas forestales. Razones de 
seguridad jurídica han llevado a no promulgar más nor-
mativa autonómica en relación con los montes hasta la 
aprobación de la legislación básica post-constitucional, 
atendiendo a lo dispuesto en el artículo 32.2 del Estatuto 
de Autonomía de Castilla-La Mancha, que atribuye a la 
Junta de Comunidades la competencia de desarrollo 
legislativo y la ejecución en materia de montes, aprove-
chamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y 
espacios naturales protegidos, en el marco de la legisla-
ción básica del Estado y, en su caso, en los términos que 
la misma establezca.

Promulgada la legislación básica estatal –Ley 43/2003, 
de 21 de noviembre, de Montes, recientemente modifi-
cada por la Ley 10/2006, de 28 de abril–, es el momento de 
proceder a su desarrollo legislativo según posibilita el 
artículo 32 citado del Estatuto de Autonomía, lo que se 
hace, en primera instancia, mediante la presente Ley, 
cuyos principios inspiradores son, como no podía ser de 
otra manera, los mismos que recoge la legislación básica, 
enmarcados en el concepto fundamental de la gestión 
forestal sostenible.

Parte la Ley del concepto de monte establecido en la 
legislación básica estatal, el cual, como en la legislación 
anterior, se extiende prácticamente a todo aquel terreno 
que no es objeto de cultivo agrícola, ni está ocupado por 
núcleos urbanos o industriales, por infraestructuras de 
comunicación o por aguas superficiales, si bien es cierto 
que en la presente norma se precisa más en la definición 
de monte, lo que ha de suponer una mayor seguridad 
jurídica en su aplicación.

La Ley trata de compendiar en un único cuerpo legisla-
tivo todo lo referente a materias estrechamente vinculadas 
entre sí, pero reguladas anteriormente de manera dispersa. 


